En sesión celebrada el día 5 de marzo de 2012, la Mesa del Parlamento de Navarra adoptó, entre otros, el siguiente Acuerdo: 

En ejercicio de la iniciativa legislativa que le reconoce el artículo 19.1.b) de la Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra, el Grupo Parlamentario Nafarroa Bai ha presentado la proposición de Ley Foral de modificación del artículo 50.1 de la Ley Foral 24/1996, de 30 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades, y consiguientemente modificación del artículo 35 I B 25.1 del Decreto Foral Legislativo 129/1999, de 26 de abril, Texto Refundido de las Disposiciones del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados. 

En su virtud, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 148 del Reglamento de la Cámara, previa audiencia de la Junta de Portavoces, SE ACUERDA: 

1.º Ordenar la publicación de la proposición de Ley Foral de modificación del artículo 50.1 de la Ley Foral 24/1996, de 30 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades, y consiguientemente modificación del artículo 35 I B 25.1 del Decreto Foral Legislativo 129/1999, de 26 de abril, Texto Refundido de las Disposiciones del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados en el Boletín Oficial del Parlamento de Navarra.

2.º Remitir la referida proposición de Ley Foral al Gobierno de Navarra a los efectos previstos en el artículo 148 del Reglamento.

Pamplona, 5 de marzo de 2012

El Presidente, Alberto Catalán Higueras

Proposición de Ley Foral de 
modificación del artículo 50.1 de la Ley Foral 24/1996, de 30 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades, y consiguientemente modificación del artículo 35 I B 25.1 del Decreto Foral Legislativo 129/1999, de 26 de abril, Texto Refundido de las Disposiciones del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados

Exposición de motivos

Las Sociedades de Inversión Colectiva de Capital Variable, conocidas, por sus siglas, como SICAV, se regulan en la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de Instituciones de Inversión Colectiva, y en el Real Decreto 1309/2005, de 4 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de dicha Ley. El artículo 50 de la Ley Foral 24/1996, de 30 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades, establece su régimen tributario y, concretamente, la aplicación del tipo impositivo del 1 por ciento. A su vez, el Decreto Foral Legislativo 129/1999, de 26 de abril, Texto Refundido de las Disposiciones del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, establece la exención de ambos impuestos para operaciones societarias de las SICAV.

Es evidente que la figura legal de las SICAV se ha desvirtuado en su aplicación práctica. En primer lugar, y a pesar de su formulación legal, no son realmente sociedades de inversión colectiva, sino de gestión de bienes patrimoniales individuales. A modo de ejemplo, el requisito que podríamos considerar más fuerte, la existencia de al menos 100 socios, es obviado con facilidad, hasta el punto de que popularmente se denomina mariachi al conjunto de personas que acompaña al socio principal.

En segundo lugar, si bien es cierto que, teóricamente, no habría una exención fiscal, sino un diferimiento en el pago de impuestos y las ganancias patrimoniales tributarían al tipo de las rentas del capital (inferior, no obstante y en los tramos relevantes, a los que gravan las del trabajo), en la práctica estas sociedades no se orientan a la recogida de beneficios. Y, aun en ese caso, es posible detraer de la sociedad, exenta de impuestos, al menos una parte de las plusvalías generadas igual al capital aportado.

Se ha configurado, pues, una isla de infratributación en el sistema fiscal, que resulta no solo inequitativa, contraria a los principios de equidad horizontal y vertical que deben presidir el sistema tributario, sino difícil de entender en una situación económica particularmente dura, en la que se han exigido considerables sacrificios, tributarios y no tributarios, a otros grupos sociales y, especialmente, a los menos favorecidos. Principios elementales de justicia económica y social reclaman cambiar tal estado de cosas, impuesto por concepciones que tienen mucho que ver con el origen la crisis y que han demostrado su fracaso, tanto para evitarla como para salir de ella.

Una de las razones más socorridas para argumentar la negativa a modificar el régimen fiscal de las SICAV es que supondría la deslocalización de las mismas. Argumento de escasa entidad, por cuanto debe haber una conexión entre domicilio fiscal y actividad de la SICAV. Cuando esa circunstancia no se da, nos encontramos con que es la propia normativa foral la que alimenta formas de fraude fiscal. También se arguye que las SICAV constituyen un medio para atraer capitales o, al menos, recursos financieros. Nuevamente se trata de un argumento endeble por la propia naturaleza, puramente financiera, de estas sociedades, que no asegura la conversión de tales fondos en inversión productiva y menos aún que tal inversión se materialice en Navarra. Los mismos requisitos que se exigen a las SICAV sobre coeficientes de control, de inversión, de liquidez y de diversificación hacen esta figura poco adecuada como instrumento de atracción de inversiones. En suma, la misma regulación de las SICAV impide una repercusión significativa en proyectos concretos de inversión real (no financiera).

Con el cambio normativo que se propone, las SICAV pasan a tener el mismo régimen fiscal que la Ley Foral 24/1996, del Impuesto sobre Sociedades, establece para las pequeñas empresas. Si no hay razones fiscales o sociales para mantener la infratributación para las SICAV, tampoco las hay económicas y constituye un agravio que empresas que sí contribuyen de forma efectiva a la generación de actividad productiva y empleo en Navarra se enfrenten a unas exigencias fiscales claramente superiores.

Abundando en la corrección de la anomalía fiscal que supone el régimen tributario de las SICAV, se modifica también el Decreto Foral Legislativo 129/1999, de 26 de abril, Texto Refundido de las Disposiciones del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, equiparándolas al común de las sociedades.

Artículo uno. Modificación del artículo 50 de la Ley Foral 24/1996, de 30 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades.

Uno. Se añade un apartado 1 bis.

“1 bis. Las sociedades de inversión de capital variable reguladas por la Ley 35/2003, de 4 de noviembre, de Instituciones de Inversión Colectiva, siempre que el número de accionistas requerido sea como mínimo el previsto en el apartado cuarto del artículo 9 de dicha Ley, tributarán al tipo establecido en el apartado 1 b) para las pequeñas empresas”.

Artículo dos. Derogación del artículo 35 I B 25.1 del Decreto Foral Legislativo 129/1999, de 26 de abril, Texto Refundido de las Disposiciones del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.

Uno. Queda derogado el artículo 35 I B 25.1 del Decreto Foral Legislativo 129/1999, de 26 de abril, Texto Refundido de las Disposiciones del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos-Documentados.

Disposición derogatoria.

Queda derogado el apartado 5 a) del artículo 50 de la Ley Foral 24/1996, de 30 de diciembre, del Impuesto sobre Sociedades, y todas las normas legales de igual o inferior rango que se opongan a su contenido.

Disposición final única. Entrada en vigor. 

La presente ley foral entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Boletín Oficial de Navarra y será de aplicación a los períodos impositivos que finalicen a partir de dicha fecha.

